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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación

TÍTULO 1. NORMATIVA SECTORIAL 
DE APLICACIÓN

1.1.- CLÁUSULA GENERAL INTERPRETATIVA

En  el  presente  anexo  se  contiene  una  remisión  a  las  distintas  normas 
sectoriales de aplicación vigentes en el momento de aprobación del PGOM. 
No obstante, en el caso de que cualquiera de las referidas normas fuese 
objeto de modificación, derogación o sustitución, resultará de aplicación la 
norma sectorial que se encuentre vigente en cada momento.

1.2.- PATRIMONIO NATURAL Y BIODIVERSIDAD. 
ESPACIOS NATURALES

En  materia  de espacios  naturales  protegidos,  resultará  de  aplicación  la 
regulación prevista en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio 
Natural  y  de  la  Biodiversidad,  que  incorpora  al  ordenamiento  jurídico 
español  la  Directiva  79/409/CEE,  relativa  a  la  conservación  de  las  aves 
silvestres, y la Directiva 92/43/CEE, relativa a la conservación de los hábitats 
naturales;  el  Real  Decreto  1997/1995,  de  7  de  diciembre,  por  el  que  se 
establecen medidas para contribuir a garantizar la biodiversidad mediante 
la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres; el 
Real Decreto 1193/1998, de 12 de junio; y la Ley 2/1989 de 18 de julio, por la que 
se aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y 
se establecen medidas adicionales para su protección.

Respecto del Monumento Natural Dunas de Artola o Cabopino, habrá de 
atenderse  a  la  regulación  prevista  en  el  Decreto  250/2003,  de  9  de 
septiembre,  de la Consejería de Medio Ambiente (BOJA n.º  188,  de fecha 
30/09/2003).

En  cuanto  a  los  espacios  naturales  integrantes  de  la  Red  Natura  2000, 
declarados mediante Decreto 4/2015, de 13 de enero, y mediante Decreto 
110/2015, de 17 de marzo, habrá de estarse a las determinaciones previstas 
en sus respectivos planes de gestión aprobados.  El  Plan de gestión ZEC 
Sierra Blanca, aprobado mediante Orden de 11 de mayo de 2015 (BOJA n.º 
104, de fecha 02/06/2015); y Planes de gestión de las ZEC Río Real, Río Verde, 
Río Guadaiza y Río Guadalmina, aprobados mediante Orden de 18 de marzo 
de 2015 (BOJA n.º 59, de fecha 26/03/2015).

En  cuanto  a  los  terrenos integrantes  de la  Reserva Ecológica Dunas  de 
Marbella se estará a lo establecido en la Ley 8/2003, de 28 de octubre, de la 
Flora y la Fauna Silvestres.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.3.- Vías pecuarias

1.3.- VÍAS PECUARIAS

La regulación en materia de vías pecuarias se contiene en la Ley 3/1995, de 
23 de marzo, de Vías Pecuarias, y en el Decreto 155/1998, de 21 de julio, por el 
que  se  aprueba  el  Reglamento  de  Vías  Pecuarias  de  la  Comunidad 
Autónoma de Andalucía; este último, con las modificaciones operadas por 
la Ley 17/1999, de 28 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales 
y administrativas;  por el  Decreto 36/2014,  de 11  de febrero,  por el  que se 
regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de 
Andalucía en materia de Ordenación del  Territorio y Urbanismo; y por el 
Decreto-ley 3/2024,  de 6 de febrero,  por el  que se adoptan medidas de 
simplificación  y  racionalización  administrativa  para  la  mejora  de  las 
relaciones  de  los  ciudadanos  con  la  Administración  de  la  Junta  de 
Andalucía y el impulso de la actividad económica en Andalucía.

Se  estará,  además,  a  lo  previsto  en  la  Ley  5/2010,  de  11  de  junio,  de 
autonomía  local  de  Andalucía,  en  lo  que  respecta  al  régimen  de 
competencias.

Adicionalmente, habrá de estarse a la regulación prevista en la Disposición 
adicional  cuarta  LISTA  y  en  la  Disposición  adicional  tercera  de  su 
Reglamento General  de desarrollo;  interpretadas de conformidad con la 
Sentencia del Tribunal Constitucional N.º 25/2024, de 13 de febrero.

1.4.- PATRIMONIO HISTÓRICO-CULTURAL

Respecto a la regulación del patrimonio histórico-cultural habrá de estarse 
a la regulación prevista en la Ley 16/1985,  de 25 de junio,  del  Patrimonio 
Histórico  Español,  la  Ley  14/2007,  de  26  de  noviembre,  del  Patrimonio 
Histórico de Andalucía; el  Decreto 19/1995, de 7 de febrero, por el que se 
aprueba el Reglamento de Protección y Fomento del Patrimonio Histórico 
de  Andalucía;  y  el  Decreto  379/2009,  de  1  de  diciembre,  por  el  que  se 
modifican  el  Decreto  4/1993,  de  26  de  enero,  por  el  que  se  aprueba el 
Reglamento  de  Organización  Administrativa  del  Patrimonio  Histórico  de 
Andalucía y el Decreto 168/2003, de 17 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Actividades Arqueológicas.

1.5.- CARRETERAS DEL ESTADO

El marco legislativo en materia de Carreteras del Estado lo constituyen la 
Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de Carreteras, y el Real Decreto 899/2025, 
de  9  de  octubre,  por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  General  de 
Carreteras. 

La ejecución de cualquier tipo de actuación que pueda afectar a las zonas 
de  protección  de  las  carreteras  estatales,  quedará  regulada  por  lo 
establecido en los arts. 28 ss. de la Ley 37/2015, de 29 de septiembre, de 
Carreteras y en los arts. 83 ss. del Reglamento General de Carreteras.

El régimen jurídico de las autorizaciones que resulte necesario obtener para 
realizar cualquier actividad que pueda afectar al régimen de las zonas de 
protección de las carreteras será el previsto en el Título VIII del Reglamento 
General de Carreteras.

Artículo  28  LC.  Zonas  de  protección  de  la  carretera:  
disposiciones generales.

1. A los efectos de la presente ley se establecen las siguientes  
zonas de protección de la carretera: de dominio público, de  
servidumbre, de afección y de limitación a la edificabilidad.

2. En estas zonas no podrán realizarse obras o instalaciones ni  
se  permitirán  más usos  o  servicios  que  aquellos  que  sean  
compatibles con la seguridad viaria y con las previsiones y la  
adecuada explotación de la carretera.

La  realización  de  cualquier  actividad que  pueda afectar  al  
régimen de las zonas de protección requiere autorización del  
Ministerio  de  Transportes,  Movilidad  y  Agenda  Urbana,  sin  
perjuicio de otras competencias concurrentes.

El Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá  
autorizar  la  colocación  de  instalaciones  fácilmente  
desmontables entre el borde exterior de la zona de dominio  
público  y  el  de  la  zona  de  limitación  a  la  edificabilidad,  
siempre que no resulten menoscabadas la seguridad viaria o  
la adecuada explotación de la carretera y no se comprometa  
la  utilización  de  la  zona  de  servidumbre  para  los  fines  
previstos en esta ley.

Lo  establecido  en  el  párrafo  anterior  será  especialmente  
aplicable  a  los  puntos  de  recarga  de  vehículos  y  a  las  
marquesinas  e  instalaciones  que  estos  precisen  para  su  
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.5.- Carreteras del Estado

correcto  funcionamiento,  siempre que puedan considerarse  
fácilmente desmontables.

En caso de que las instalaciones antes citadas tuvieran que  
ser  desmontadas  por  cualquier  causa,  el  coste  de  su  
desmontaje  correrá  en todo caso a  cargo del  titular  de la  
instalación. Entre tales causas se incluyen las necesidades de  
ampliación, mejora, o explotación de la carretera afectada, así  
como  los  condicionantes  de  seguridad,  en  especial  de  
seguridad vial.

3.  La  prohibición  y  la  necesidad  de  autorización  a  que  se  
refiere  el  apartado  anterior  operará  tanto  respecto  de  las  
carreteras  construidas  como  de  las  proyectadas  o  en  
construcción  una  vez  aprobado  definitivamente  el  estudio  
informativo correspondiente o, en su defecto, el anteproyecto  
o  proyecto,  cualquiera  que  sea  el  plazo  previsible  de  la  
actuación contemplada en el estudio.

4.  Sin  perjuicio  de  lo  indicado  en  el  artículo  33.2,  debe  
considerarse que a efectos del régimen jurídico de protección  
del  dominio  público  viario  y  para  la  determinación  de  las  
limitaciones  a la  propiedad de los  terrenos colindantes,  los  
nudos viarios, los ramales de enlaces, los cambios de sentido,  
las  intersecciones  y  las  vías  de  giro,  las  vías  colectoras  -  
distribuidoras  y  las  calzadas  laterales  tendrán  la  
consideración de carretera convencional.

Así se considerará análogamente en el caso de las vías de  
servicio, pero solo a los efectos de la existencia de zona de  
dominio público, no así de las restantes zonas de protección.

Las  limitaciones  a  la  propiedad  no  se  extenderán  a  los  
restantes elementos funcionales de la carretera, sin perjuicio  
de la prevalencia de las zonas de protección de las carreteras  
a las que sirven.

5.  Las  licencias  de  uso  y  transformación  del  suelo  que  se  
concedan para la realización de actuaciones en las zonas de  
protección  deberán  quedar  siempre  expresamente  
condicionadas  a  la  obtención  de  las  autorizaciones  a  que  
hace referencia esta ley.

Serán  nulas  de  pleno  derecho  las  autorizaciones  
administrativas  y  licencias  que  hayan  sido  otorgadas  
contraviniendo los preceptos de la presente ley.

Artículo 29 LC. Zona de dominio público.

1.  Constituyen  la  zona  de  dominio  público  los  terrenos  
ocupados  por  las  propias  carreteras  del  Estado,  sus  

elementos funcionales y una franja de terreno a cada lado de  
la vía de 8 metros de anchura en autopistas y autovías y de 3  
metros en carreteras convencionales, carreteras multicarril  y  
vías  de  servicio,  medidos  horizontalmente  desde  la  arista  
exterior  de  la  explanación  y  perpendicularmente  a  dicha  
arista.

2.  La  arista  exterior  de la  explanación es  la  definida por  la  
intersección del talud del desmonte o del terraplén o, en su  
caso, de los muros de contención o de sostenimiento, con el  
terreno natural.

En el caso de existir cunetas exteriores a los bordes de dichos  
taludes o muros, o en terrenos llanos, la arista exterior de la  
explanación coincidirá con el borde de la cuneta más alejado  
de la carretera.

En el  caso de tramos urbanos y travesías en los que exista  
encintado  de  bordillos  separando  la  plataforma  de  los  
acerados, zonas ajardinadas o medianas, la arista exterior de  
la  explanación  coincidirá  con  la  arista  del  bordillo  más  
cercana a la  vía  más exterior  de la  Red de Carreteras  del  
Estado.

3.  En  los  casos  especiales  de  túneles,  puentes,  viaductos  y  
otras estructuras, cimentaciones, anclajes, estabilizaciones de  
taludes,  elementos  de  drenaje  u  obras  similares,  se  podrá  
establecer  otra  delimitación  de  la  arista  exterior  de  la  
explanación de forma justificada, en cuyo caso esta se ha de  
incluir expresamente en el estudio de carreteras que habrá de  
ser objeto de información pública; en su defecto, dicha arista  
exterior de la explanación será la línea de proyección vertical  
del borde de la obra sobre el terreno natural.

Será en todo caso de dominio público el terreno ocupado por  
los apoyos de los puentes y viaductos y la totalidad de sus  
cimentaciones, y además la franja de terreno que sea preciso  
excavar a su alrededor para su construcción con una anchura  
de  1  metro  como  mínimo,  salvo  excepciones  debidamente  
justificadas.

4. Solo podrán realizarse obras, instalaciones u otros usos en  
la  zona  de  dominio  público  cuando  la  prestación  de  un  
servicio público de interés general así lo exija, por encontrarse  
así  establecido  por  una  disposición  legal  o,  en  general,  
cuando  se  justifique  debidamente  que  no  existe  otra  
alternativa técnica o económicamente viable,  o con motivo  
de  la  construcción  o  reposición  de  accesos  o  conexiones  
autorizados.

En  todos  los  casos  será  precisa  la  previa  autorización  del  
Ministerio  de  Fomento,  sin  perjuicio  de  otras  competencias  
concurrentes.

5.  El  uso  especial  del  dominio  público  establecido  en  el  
apartado anterior o la ocupación del mismo comportarán la  
obligación,  por  el  beneficiario  de  la  correspondiente  
autorización de uso u ocupación, del abono de un canon.

Constituye el hecho imponible de dicho canon la ocupación  
de terrenos o utilización de bienes de dominio público que se  
haga en virtud de autorizaciones reguladas en esta ley y de  
concesiones de áreas de servicio en las carreteras estatales.

Serán  sujetos  pasivos  del  canon  los  titulares  de  las  
autorizaciones y los concesionarios de áreas de servicio.

En  el  caso  de  autorizaciones  de  ocupación  o  
aprovechamiento  especial  del  dominio  público,  la  base  de  
fijación  de  la  cuantía  del  gravamen  será  el  valor  de  los  
terrenos ocupados, habida cuenta del valor de adquisición de  
los mismos por el Estado y el de los predios contiguos. El tipo  
de gravamen anual será del  5 por 100 sobre el  valor de la  
base indicada.

El  canon  podrá  ser  revisado  proporcionalmente  a  las  
variaciones que experimente el valor de la base utilizada para  
fijarlo, si bien estas revisiones solo podrán realizarse al término  
de  los  periodos  que  para  el  caso  se  expresen  en  las  
condiciones de la autorización o concesión.

En el caso de concesiones de áreas de servicio la cuantía del  
canon será la establecida en el artículo 26.4.

6.  La  explotación  por  terceros  de  obras,  instalaciones  o  
servicios  públicos  relativos  a  carreteras  estatales,  que  
supongan el  abono de contraprestaciones económicas por  
parte  de  los  usuarios  de  los  mismos,  llevará  aparejada  la  
obligación de satisfacer a la administración un canon.

Será sujeto pasivo de dicho canon la persona física o jurídica  
que tenga la titularidad de dicha explotación en virtud de la  
correspondiente autorización o concesión. El hecho imponible  
será la ocupación y aprovechamiento especial de bienes de  
dominio público objeto de explotación por el sujeto pasivo, la  
base de fijación de la cuantía del gravamen será el valor de  
los  terrenos  ocupados  y  de  los  bienes,  inmuebles  e  
instalaciones de titularidad pública objeto de explotación, con  
un tipo de gravamen del 5 por 100 sobre el valor de la base  
indicada, con devengo anual y posibilidad de revisión en su  
cuantía  proporcional  a  las  variaciones  que  experimente  el  
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.5.- Carreteras del Estado

valor de la base utilizada para fijarlo, si bien estas revisiones  
solo podrán realizarse al término de los periodos que para el  
caso  se  expresen  en  las  condiciones  de  la  autorización  o  
concesión.

Estarán  exentos  del  abono  del  canon  por  ocupación  del  
dominio público viario la Administración General del Estado y  
organismos autónomos dependientes  de  la  misma que  no  
sean de carácter  mercantil  o  industrial.  Cuando por  dichos  
organismos  se  ceda  el  uso  a  terceros  de  la  instalación  
ocupante del citado dominio público, lo cual requerirá en todo  
caso previa autorización del gestor del mismo, los cesionarios  
vendrán obligados al abono del correspondiente canon.

Asimismo, el Ministerio de Fomento quedará exento del pago  
de  canon  por  ocupación  de  dominio  público  a  otros  
departamentos ministeriales de la Administración General del  
Estado y a sus organismos autónomos dependientes que no  
sean de carácter mercantil o industrial.

7. La ocupación del dominio público, en el supuesto previsto  
en este artículo, no implicará la cesión de éste, ni su utilización  
significará  la  cesión  de  las  facultades  demaniales  de  la  
Administración General del Estado, ni la asunción por ésta de  
responsabilidades  de  ningún  tipo  respecto  al  titular  del  
derecho a la ocupación o a terceros.

El  mencionado  titular  será  responsable  de  los  daños  y  
perjuicios que puedan ocasionar las obras y  actividades al  
dominio público y al privado, salvo en el caso en que aquéllos  
tengan  su  origen  en  alguna  cláusula  impuesta  por  la  
administración al titular y que sea de ineludible cumplimiento  
por éste.

El  Ministerio  de  Fomento  conservará  en  todo  momento  las  
facultades  de  tutela  y  policía  sobre  el  dominio  público  
afectado,  quedando  obligado  el  titular  de  la  ocupación  o  
actividad  a  informar  a  aquella  de  las  incidencias  que  se  
produzcan  en  relación  con  dichos  bienes  y  a  cumplir  las  
instrucciones que se le dicten al respecto.

8.  Al  finalizar  la  construcción  de  nuevas  carreteras  o  
actuaciones en las mismas se procederá por el Ministerio de  
Fomento, o sociedad concesionaria en su caso, a delimitar los  
terrenos de titularidad pública mediante su amojonamiento.  
Las características específicas de esta actuación se definirán  
por el Ministerio de Fomento.

9. Los bienes y derechos reales de titularidad pública afectos  
al  servicio  público  viario,  obtenidos  mediante  expropiación,  

cesión  o  permuta,  serán  inscritos  en  el  Registro  de  la  
Propiedad.

La inscripción por la Administración General del Estado de los  
citados bienes y derechos será gratuita.

10.  En  el  caso  de  actuaciones  promovidas  por  terceros  y  
debidamente  autorizadas,  que  pasen  a  formar  parte  del  
dominio  público  viario  estatal,  la  inscripción  citada  será  a  
cargo  del  promotor  sin  que  proceda  ninguna  exención  
arancelaria.

11. En toda información registral que se aporte en relación con  
fincas colindantes con el  dominio  público viario  estatal,  así  
como en las notas de calificación o despacho referidas a las  
mismas, se pondrá de manifiesto dicha circunstancia, como  
información  territorial  asociada  y  con  efectos  meramente  
informativos,  para  que  pueda  conocerse  que  dicha  
colindancia impone limitaciones a las facultades inherentes al  
derecho de propiedad.

Artículo 31 LC. Zona de servidumbre.

1.  La zona de servidumbre de las carreteras del Estado está  
constituida por dos franjas de terreno a ambos lados de las  
mismas,  delimitadas  interiormente  por  la  zona  de  dominio  
público y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas  
exteriores de la explanación, a una distancia de 25 metros en  
autopistas  y  autovías  y  de  8  metros  en  carreteras  
convencionales  y  carreteras  multicarril,  medidos  
horizontalmente desde las citadas aristas.

2.  En la  zona de servidumbre no podrán realizarse  obras o  
instalaciones  ni  se  permitirán  más  usos  que  aquellos  que  
sean  compatibles  con  la  seguridad  viaria  y  la  adecuada  
explotación de la vía, previa autorización, en cualquier caso,  
del  Ministerio  de  Fomento,  y  sin  perjuicio  de  otras  
competencias concurrentes.

3. El Ministerio de Fomento podrá utilizar o autorizar a terceros  
la utilización de la zona de servidumbre por razones de interés  
general o cuando lo requiera el mejor servicio de la carretera.

4.  Serán  indemnizables  la  ocupación  de  la  zona  de  
servidumbre y los daños y perjuicios que se causen por su  
utilización.

Artículo 32 LC. Zona de afección.

1.  La  zona  de  afección  de  las  carreteras  del  Estado  está  
constituida por dos franjas de terreno a ambos lados de las  
mismas, delimitadas interiormente por la zona de servidumbre  

y exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas exteriores  
de  la  explanación,  a  una  distancia  de  100  metros  en  
autopistas y autovías y de 50 metros en carreteras multicarril  
y convencionales, medidos horizontalmente desde las citadas  
aristas.

En  el  caso  especial  de  túneles  y  sus  elementos  auxiliares,  
constituirán zona de afección los terrenos situados entre las  
proyecciones  verticales  de  los  hastiales  exteriores  de  los  
mismos y además dos franjas de terreno adicionales de 50  
metros de anchura, una a cada lado de dichas proyecciones,  
medidas horizontal y perpendicularmente al eje de los túneles  
o elementos auxiliares, salvo que en aplicación de lo dispuesto  
en el artículo 31.3 se derivara un grado de protección diferente.

2. Para ejecutar en la zona de afección cualquier tipo de obras  
o instalaciones fijas o provisionales, cambiar el uso o destino  
de  las  existentes  y  plantar  o  talar  árboles,  se  requerirá  la  
previa autorización del Ministerio de Fomento, sin perjuicio de  
otras competencias concurrentes.

La solicitud de autorizaciones podrá efectuarse, en todo caso,  
por los medios telemáticos previstos en la legislación sobre  
procedimiento administrativo y sus normas de desarrollo.

3.  En  las  construcciones  e  instalaciones  ya existentes en la  
zona  de  afección  podrán  realizarse  obras  de  reparación  o  
mejora,  previa  la  autorización  correspondiente,  una  vez  
constatados  su  finalidad  y  contenido,  siempre  que  no  
supongan aumento de volumen de la construcción y sin que  
el  incremento  de valor  que aquellas  comporten  pueda ser  
tenido en cuenta a efectos expropiatorios, todo ello, asimismo,  
sin perjuicio de las demás competencias concurrentes.

4. La denegación de la autorización en la parte de la zona de  
afección  que  sea  exterior  a  la  línea  límite  de  edificación  
definida  en  el  artículo  33.1,  sólo  podrá  fundamentarse  en  
razones de seguridad viaria, o en la adecuada explotación de  
la vía, o en las previsiones de los planes, estudios o proyectos  
de  construcción,  conservación,  ampliación  o  variación  de  
carreteras del  Estado en un futuro no superior  a diez años,  
contados a partir de la fecha de la autorización u orden para  
realizar el correspondiente estudio.

Artículo 33 LC. Zona de limitación a la edificabilidad.

1. A ambos lados de las carreteras del Estado se establece la  
línea  límite  de  edificación,  que  se  sitúa  a  50  metros  en  
autopistas  y  autovías  y  a  25  metros  en  carreteras  
convencionales y carreteras multicarril,  medidos horizontal y  
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.5.- Carreteras del Estado

perpendicularmente a partir de la arista exterior de la calzada  
más  próxima.  La  arista  exterior  de  la  calzada  es  el  borde  
exterior de la parte de la carretera destinada a la circulación  
de vehículos en general.

La franja de terreno comprendida entre las líneas límite de  
edificación establecidas en las respectivas márgenes de una  
vía se denomina zona de limitación a la edificabilidad. Queda  
prohibido  en  esta  zona  cualquier  tipo  de  obra  de  
construcción,  reconstrucción o ampliación,  incluidas las que  
se desarrollen en el subsuelo, o cambio de uso, a excepción  
de las que resultaren imprescindibles para la conservación y  
mantenimiento  de  las  construcciones  o  instalaciones  ya  
existentes.

Además, la edificación residencial, y la asimilada a la misma  
en lo relativo a zonificación e inmisión acústicas conforme a la  
legislación  vigente  en  materia  de  ruido,  estarán sometidas,  
con  independencia  de  su  distancia  de  separación  con  
respecto a la carretera,  a las restricciones que resulten del  
establecimiento de las zonas de servidumbre acústica que se  
definan  como  consecuencia  de  los  mapas  o  estudios  
específicos de ruido realizados por el Ministerio de Fomento, y  
de  su  posterior  aprobación  tras  el  correspondiente  
procedimiento de información pública.

2.  A los efectos de lo dispuesto en el  anterior  apartado, los  
nudos viarios y cambios de sentido, las intersecciones, las vías  
de giro y los ramales tendrán la línea límite de edificación a  
50 metros medidos horizontal y perpendicularmente desde la  
arista exterior de la calzada en cada caso.

3. El Ministerio de Fomento, previo informe no vinculante de las  
comunidades  autónomas  y  entidades  locales  afectadas  a  
emitir en un plazo no superior a dos meses, podrá, por razones  
geográficas  o  socioeconómicas,  fijar  una  línea  límite  de  
edificación  inferior  a  la  establecida  con  carácter  general,  
aplicable  a  determinadas  carreteras  estatales  en  zonas  o  
tramos perfectamente delimitados.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, en las  
variantes o carreteras de circunvalación, cualquiera que sea  
su clasificación, que se construyan con el objeto de evitar el  
paso por poblaciones, la línea límite de edificación se situará  
a 50 metros, medidos horizontal y perpendicularmente al eje,  
a partir de la arista exterior de la calzada, en toda la longitud  
de la variante.

5. Las modificaciones en la línea límite de edificación que se  
deriven de la puesta en servicio de nuevas actuaciones en  

carreteras  del  Ministerio  de  Fomento  conferirán  derecho  a  
indemnización  a  favor  de  los  titulares  de  derechos  reales  
sobre  los  terrenos  incluidos  en  la  zona  de  limitación  a  la  
edificabilidad así como en los afectados por las restricciones  
en  las  zonas  de  servidumbre  acústica  que  acrediten  el  
menoscabo de sus derechos y no pudieran ejercerlos en otras  
ubicaciones.

También serán indemnizables los perjuicios causados en este  
sentido  por  actuaciones  debidamente  autorizadas  de  
terceros,  públicos  o  privados,  incluso  aunque  estas  
actuaciones  o  algunos  de  sus  elementos  pudieran  ser  
finalmente de uso o titularidad públicos; conferirán derecho a  
indemnización  a  favor  de quien  acredite  el  menoscabo de  
derechos reconocidos y que no pudiera ejercerlos  en otras  
ubicaciones,  la cual  será satisfecha por quien promueva la  
actuación.

Será  indemnizable  la  depreciación  originada  en  las  fincas  
contiguas a carreteras que se construyan o actuaciones que  
se lleven a cabo en las mismas a partir de la entrada en vigor  
de la presente ley, como consecuencia del menoscabo en el  
estatuto  jurídico  de  la  propiedad,  incluida  la  pérdida  de  
edificabilidad que tuvieran reconocida las fincas sitas en las  
zonas  de  protección  de  dichas  carreteras  y  no  pudiera  
ejercerse en otras ubicaciones.

6. Donde, por ser muy grande la proyección horizontal de la  
explanación, la línea límite de edificación quede dentro de las  
zonas de dominio público o de servidumbre, la línea límite de  
edificación se hará coincidir con el borde exterior de la zona  
de servidumbre.

Donde distintas líneas límite de edificación se superpongan,  
en función de que su medición se realice desde la carretera  
principal o desde las intersecciones, nudos viarios, cambios de  
sentido, vías de giro y ramales, prevalecerá, en todo caso, la  
más alejada de la carretera, cualquiera que sea la carretera o  
elemento interviniente.

7. La clasificación y la calificación de terrenos incluidos en la  
zona  de  limitación  a  la  edificabilidad  no  podrán  ser  
modificadas en ningún caso si ello estuviere en contradicción  
con lo establecido en esta ley.

1.6.- CARRETERAS DE ANDALUCÍA

En materia de Carreteras de la Comunidad Autónoma de Andalucía, habrá 
de  estarse  a  la  regulación  prevista  en  La  Ley  8/2001,  de  12  de  julio  de 
Carreteras de Andalucía.

De conformidad con el artículo 2 de la referida norma, el dominio público 
viario de la red de carreteras de Andalucía está formado por las carreteras, 
sus zonas funcionales y las zonas de dominio público adyacente a ambas, 
definidas en la presente Ley.

Respecto a la protección del uso y del dominio público habrá de estarse a 
la regulación prevista en el Título III de la norma andaluza.

Artículo 12 LCA: Zona de Dominio Público Adyacente

La zona de dominio público adyacente a las carreteras está  
formada por dos franjas de terreno, una a cada lado de las  
mismas,  de  ocho  metros  de  anchura  en  las  vías  de  gran  
capacidad,  y  de  tres  metros  de  anchura  en  las  vías  
convencionales, medidos en horizontal desde la arista exterior  
de la explanación y perpendicularmente a la misma.

La zona de dominio público adyacente a las zonas funcionales  
de las carreteras está formada por una franja de terreno de  
tres metros de anchura, medidos desde el borde exterior del  
perímetro de la superficie que ocupen. Las vías de servicios  
podrán  estar  incluidas  en  la  zona  del  dominio  público  
adyacente.

(...)

Artículo 53 LCA: Zonas de protección de las carreteras.

A  los  efectos  de la  presente  ley,  para la  protección de las  
carreteras se establecen cuatro zonas:

a) De dominio público adyacente, según lo establecido en el  
artículo 12 de esta ley.

b) De servidumbre legal.

c) De afección.

d) De no edificación.

Artículo 54 LCA: Zona de Servidumbre Legal:

1. La zona de servidumbre legal de las carreteras consiste en  
dos  franjas  de  terreno,  una  a  cada  lado  de  las  mismas,  
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.6.- Carreteras de Andalucía

delimitadas  interiormente  por  la  zona  de  dominio  público  
adyacente  y  exteriormente  por  dos  líneas  paralelas  a  las  
aristas  exteriores  de  la  explanación,  y  a  una  distancia  de  
veinticinco  metros  en  vías  de  gran  capacidad  y  de  ocho  
metros en las vías convencionales,  medidos en horizontal  y  
perpendicularmente desde las citadas aristas.

2.  La  Administración  podrá  utilizar  la  zona  de  servidumbre  
legal para cuantas actuaciones requiera el interés general, la  
integración paisajística de la carretera y el mejor servicio del  
dominio público viario.

La  zona de  servidumbre  legal  podrá  utilizarse  para  realizar  
cualquier  actuación  necesaria  o  conveniente  para  ejecutar  
obras de carreteras, y en particular para:

a) Obras declaradas de emergencia.

b) Obras de mejora y de conservación.

c) Actuaciones de seguridad vial.

d) Obras de mejora de la integración paisajística.

e)  Obras  para  la  infraestructura  cartográfica  de  la  red  de  
carreteras de Andalucía.

3. En la zona de servidumbre no podrán realizarse obras ni se  
permitirán más usos que aquellos que sean compatibles con  
la seguridad vial y previa autorización del órgano competente  
de la  Administración titular  de la  carretera,  sin  perjuicio  de  
otras competencias concurrentes.

4.  El  uso y  ocupación de la zona de servidumbre legal  por  
terceros  para  realizar  las  obras  indicadas  en  el  apartado  
anterior  deberá  contar  con  expresa  autorización  
administrativa.

5.  El  uso y ocupación de la zona de servidumbre legal  por  
parte  de  la  Administración  o  por  los  terceros  por  ella  
autorizados,  no  están  sujetos  a  previa  autorización  de  los  
propietarios  de los  predios  sirvientes,  debiéndose realizar  el  
previo  pago  o  consignar  el  depósito  del  importe  de  la  
correspondiente  indemnización,  salvo  en  los  supuestos  de  
declaración de emergencia de la actuación.

Los daños y perjuicios que se causen por la utilización de la  
zona  de  servidumbre  legal,  serán  indemnizados  por  el  
beneficiario de la ocupación.

6. Cuando el uso y ocupación de la zona de servidumbre legal  
no fuese temporal sino permanente, la aprobación por parte  
de la Administración del correspondiente proyecto y de sus  

incidencias,  o  la  declaración  de  emergencia  de  las  obras  
implicará, a efectos de la expropiación forzosa, la declaración  
de utilidad pública, necesidad de ocupación de los bienes y  
adquisición de los derechos correspondientes, así como, en su  
caso, la urgencia de la ocupación.

Artículo 55 LCA: Zona de Afección:

1. La zona de afección de las carreteras consiste en dos franjas  
de  terreno,  una  a  cada  lado  de  las  mismas,  delimitadas  
interiormente  por  la  zona  de  servidumbre  legal  y  
exteriormente por dos líneas paralelas a las aristas exteriores  
de la explanación y a una distancia de cien metros en vías de  
gran  capacidad,  de  cincuenta  metros  en  las  vías  
convencionales de la red autonómica y de veinticinco metros  
en  el  resto  de  las  carreteras,  medidos  en  horizontal  y  
perpendicularmente desde las citadas aristas.

2. A efectos de la integración paisajística del dominio público  
viario, la Administración titular de la carretera podrá aumentar  
los límites de la zona de afección en determinados tramos de  
las  carreteras  mediante  la  aprobación  del  proyecto  de  
construcción o del proyecto de restauración paisajística.

3. Para la implantación de la infraestructura cartográfica de la  
red de carreteras de Andalucía, la Administración titular de la  
vía  podrá  aumentar  los  límites  de  la  zona  de  afección  en  
determinados  tramos  de  las  carreteras  mediante  la  
aprobación del proyecto de construcción de la infraestructura  
cartográfica.

Artículo 56 LCA: Zona de No Edificación:

1. La zona de no edificación de las carreteras consiste en dos  
franjas  de  terreno,  una  a  cada  lado  de  las  mismas,  
delimitadas  interiormente  por  las  aristas  exteriores  de  la  
calzada y exteriormente por dos líneas paralelas a las citadas  
aristas y a una distancia de cincuenta metros en las vías de  
gran capacidad y  de veinticinco metros en el  resto de las  
carreteras,  medidos  en  horizontal  y  perpendicularmente  
desde las citadas aristas.

2. En aquellos lugares en los que el borde exterior de la zona  
de  no  edificación  quede  dentro  de  las  zonas  de  dominio  
público  adyacente  o  de  servidumbre  legal,  dicho  borde  
coincidirá  con el  borde exterior  de la  zona de servidumbre  
legal.

3. En aquellos tramos en los que las zonas de no edificación se  
superpongan en función de la titularidad o categoría de la  
carretera  respecto  de  la  que  se  realice  su  medición,  

prevalecerá en todo caso la de mayor extensión, cualquiera  
que sea la carretera determinante.

4.  Excepcionalmente,  la  Administración  podrá  aumentar  o  
disminuir la zona de no edificación en determinados tramos  
de  las  carreteras,  cuando  circunstancias  especiales  así  lo  
aconsejen  y  previo  informe  de  los  municipios  en  cuyos  
términos radiquen los referidos tramos.

5.  En  las  variantes  o  en  las  carreteras  de  circunvalación,  
construidas  para  eliminar  las  travesías  de  poblaciones,  la  
Administración  titular  de  la  carretera  podrá  ampliar  la  
extensión de  la  zona de no edificación,  previo  acuerdo del  
municipio afectado.

6.  En  los  tramos  urbanos,  las  prescripciones  sobre  
alineaciones  del  planeamiento  urbanístico  correspondiente  
determinarán la extensión de la zona de no edificación.

Cuando  las  extensiones  que  se  propongan  en  el  
planeamiento urbanístico sean distintas de las reguladas en  
la  presente  ley  tanto  en  suelo  urbano  como  en  suelo  
urbanizable,  deberá  recabarse,  con  posterioridad  a  su  
aprobación  inicial,  informe  vinculante  de  la  Administración  
titular de la carretera, que versará sobre aspectos relativos al  
uso  y  protección  de  las  carreteras  y  a  la  seguridad  de  la  
circulación vial.

Artículo 63 LCA: Uso de la zona de dominio público adyacente.

1.  En  la  zona de dominio  público  adyacente,  definida en  el  
artículo 12 de la presente ley, podrán realizarse aquellas obras,  
instalaciones  o  actuaciones  que  exija  la  prestación  de  un  
servicio  público  de  interés  general  y  siempre  previa  la  
correspondiente autorización o concesión del propio servicio  
público,  sin  perjuicio  de  las  posibles  competencias  
concurrentes en la materia.

2.  Corresponde a la Administración titular la declaración de  
interés general del servicio público a efectos de la utilización  
de  la  zona  de  dominio  público  adyacente,  así  como  la  
autorización para la realización de todo tipo de actuaciones  
en dicha zona.

3.  En ningún caso se autorizarán obras o instalaciones que  
puedan  afectar  a  la  seguridad  de  la  circulación  vial,  
perjudiquen  la  estructura  de  la  carretera,  sus  zonas  y  
elementos funcionales  o  impidan,  en general,  su  adecuado  
uso y explotación.

Artículo 64 LCA: Uso de las restantes zonas de protección.

6 ANEXOS. Tomo V: Normativa sectorial
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.6.- Carreteras de Andalucía

1.  Dentro  de  la  zona  de  servidumbre  legal  en  ningún  caso  
podrán  realizarse  obras,  ni  instalaciones,  ni,  en  general,  
cualesquiera otras actuaciones que impidan la efectividad de  
la servidumbre legal o que afecten a la seguridad vial.

El uso y explotación de los terrenos comprendidos dentro de la  
zona de servidumbre legal por sus propietarios o titulares de  
un derecho real o personal que lleve aparejado su disfrute,  
estarán  limitados  por  su  compatibilidad  con  la  integración  
ambiental y paisajística de la carretera, y por las ocupaciones  
y usos que efectúen la Administración o los terceros por ella  
autorizados,  sin  que  esta  limitación  genere  derecho  a  
indemnización  alguna.  A  tales  efectos,  cualquier  actuación  
requerirá  la  previa  autorización  administrativa,  salvo  en  el  
caso de cultivos que no supongan pérdida de las condiciones  
de  visibilidad  o  cualquier  otra  cuestión  que  afecte  a  la  
seguridad vial.

2. Para realizar en la zona de afección cualquier tipo de obras  
o instalaciones, fijas o provisionales, modificar las existentes, o  
cambiar el uso o destino de las mismas, se requerirá la previa  
autorización administrativa.

La  autorización sólo  podrá denegarse cuando la  actuación  
proyectada  sea  incompatible  con  la  seguridad  de  la  
carretera, la integración medioambiental y paisajística de la  
misma  o  con  las  previsiones  de  los  planes,  estudios  y  
proyectos de la carretera en un futuro no superior a diez años,  
sin  que  de  esta  limitación  nazca derecho  a  indemnización  
alguna.

3.  En  la  zona  de  no  edificación  está  prohibido  realizar  
cualquier  tipo  de  obra  de  construcción,  reconstrucción  o  
ampliación, a excepción de las que resulten imprescindibles  
para la conservación y mantenimiento de las construcciones  
ya existentes, y siempre previa la correspondiente autorización  
administrativa,  sin  que  esta  limitación  genere  derecho  a  
indemnización alguna.

No obstante, se podrá autorizar la colocación de instalaciones  
fácilmente desmontables y cerramientos diáfanos en la parte  
de la zona de no edificación que quede fuera de la zona de  
servidumbre legal, siempre que no se mermen las condiciones  
de visibilidad y la seguridad de la circulación vial.

Artículo  65  LCA:  Utilización  de  las  carreteras  en  tramos  
urbanos.

La utilización de las carreteras en sus tramos urbanos y, de  
modo especial, en las travesías, aparte de lo dispuesto en la  

normativa  estatal  sobre  tráfico,  circulación  de  vehículos  y  
seguridad vial,  se  regirá por  lo  previsto en esta ley  y en la  
normativa de régimen local.

Artículo 66 LCA: Actuaciones concurrentes.

Cuando  otras  Administraciones  Públicas  y  órganos  de  la  
Administración de la Junta de Andalucía en el ejercicio de las  
competencias que tengan atribuidas, adopten acuerdos que  
afecten a las zonas de protección de las carreteras andaluzas,  
deberán notificarlos a la Consejería competente en materia  
de  carreteras  y,  en  su  caso,  a  la  Diputación  Provincial  
afectada.

La Consejería competente en materia de carreteras informará  
de  estas  actuaciones  a  la  Comisión  de  Carreteras  de  
Andalucía.

1.7.- AGUAS

En materia de Aguas, el marco regulatorio estatal se encuentra previsto en 
el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Aguas, y el Real Decreto 849/1986, de 11 de abril,  
por el que se aprueba el Reglamento del Dominio Público Hidráulico, que 
desarrolla los títulos preliminar I,  IV,  V,  VI  y VII  de la Ley 29/1985,  de 2 de 
agosto, de Aguas.

Y el marco regulatorio autonómico se encuentra en Ley 9/2010, de 30 de 
julio, de Aguas de Andalucía, en el Decreto 189/2002, de 2 de julio, por el que 
se aprueba el Plan de Prevención de avenidas e inundaciones en cauces 
urbanos  andaluces  (interpretado  de  conformidad  con  lo  establecido  el 
apartado 6 de la Disposición derogatoria única de la Ley 9/2010, de 30 de 
julio); y en las determinaciones del POTA que resulten de aplicación.

En materia de inundabilidad y planificación hidrológica, habrá de estarse, 
adicionalmente, a lo previsto en el Real Decreto 903/2010, de 9 de julio, de 
evaluación y gestión de riesgos de inundación, la Ley 10/2001, de 5 de julio, 
del Plan Hidrológico Nacional, y el Real Decreto 907/2007, de 6 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento de la Planificación Hidrológica. Así como a lo 
previsto en la planificación sectorial vigente:

• Real Decreto 689/2023, de 18 de julio, por el que se aprueban los Planes 
Hidrológicos  de  las  demarcaciones  hidrográficas  de  las  Cuencas 
Mediterráneas Andaluzas (BOE 21/07/2023),

• Real Decreto 687/2023, de 18 de julio, por el que se aprueba la revisión y 
actualización de los planes de gestión del riesgo de inundación de las 
cuencas internas de Andalucía: demarcaciones hidrográficas del Tinto, 
Odiel  y  Piedras;  del  Guadalete  y  Barbate;  y  de  las  Cuencas 
Mediterráneas Andaluzas (BOE 21/07/2023);

• Resolución de 3 de agosto de 2023, de la Secretaría General del Agua, 
por la que se hace pública la información establecida en el artículo 38.7 
de  la  Ley  7/2007,  de  9  de  julio,  de  Gestión  Integrada  de  la  Calidad 
Ambiental,  en referencia al procedimiento de la evaluación ambiental 
estratégica conjunta de la revisión del  Plan Hidrológico y del  Plan de 
Gestión del Riesgo de Inundación de la demarcación hidrográfica de las 
Cuencas Mediterráneas Andaluzas para el ciclo de planificación 2022-
2027 (BOJA 10/08/2023).

De conformidad con lo establecido en el artículo 6 del Texto Refundido de 
la Ley de aguas, las márgenes de los terrenos que lindan con los cauces 
están  sujetas,  en  toda  su  extensión  longitudinal:  a)  a  una  zona  de 
servidumbre de cinco metros de anchura, para uso público que se regulará 
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.7.- Aguas

reglamentariamente, y b) a una zona de policía de 100 metros de anchura 
en  la  que  se  condicionará  el  uso  del  suelo  y  las  actividades  que  se 
desarrollen. En las zonas próximas a la desembocadura en el mar,  en el 
entorno inmediato de los embalses o cuando las condiciones topográficas 
o  hidrográficas  de  los  cauces  y  márgenes  lo  hagan  necesario  para  la 
seguridad de personas y bienes, podrá modificarse la anchura de ambas 
zonas en la forma que reglamentariamente se determine.

El régimen jurídico de aplicación a las zonas de servidumbre y policía será 
el  previsto  en  los  artículos  7  y  9  del  Reglamento  del  Dominio  Público 
Hidráulico:

Artículo 7. Zona de servidumbre.

1.  La  zona  de  servidumbre  para  uso  público  definida  en  el  
artículo anterior tendrá los fines siguientes:

a)  Protección  del  ecosistema  fluvial  y  del  dominio  público  
hidráulico.

b) Paso público peatonal y para el desarrollo de los servicios  
de  vigilancia,  conservación  y  salvamento,  salvo  que  por  
razones ambientales o de seguridad el organismo de cuenca  
considere conveniente su limitación.

c) Varado y amarre de embarcaciones de forma ocasional y  
en caso de necesidad.

2.  Los  propietarios  de  estas  zonas  de  servidumbre  podrán  
libremente sembrar y plantar especies no arbóreas, siempre  
que  no  deterioren  el  ecosistema  fluvial  o  impidan  el  paso  
señalado en el apartado anterior.

Las  talas  o  plantaciones  de  especies  arbóreas  requerirán  
autorización del organismo de cuenca.

3. Con carácter general no se podrá realizar ningún tipo de  
construcción en esta zona salvo que resulte  conveniente  o  
necesaria para el uso del dominio público hidráulico o para su  
conservación  y  restauración.  Solo  podrán  autorizarse  
edificaciones  en  zona  de  servidumbre  en  casos  muy  
justificados.

Las  edificaciones  que  se  autoricen  se  ejecutarán  en  las  
condiciones menos desfavorables para la propia servidumbre  
y con la mínima ocupación de la misma, tanto en su suelo  
como en su vuelo.  Deberá garantizarse la efectividad de la  
servidumbre,  procurando  su  continuidad  o  su  ubicación  
alternativa y la comunicación entre las áreas de su trazado  
que queden limitadas o cercenadas por aquélla.

Artículo 9. Zona de policía.

1.  En la zona de policía de 100 metros de anchura medidos  
horizontalmente  a  partir  del  cauce  quedan sometidos  a  lo  
dispuesto  en  este  Reglamento  las  siguientes  actividades  y  
usos del suelo:

a) Las alteraciones sustanciales del relieve natural del terreno.

b) Las extracciones de áridos.

c) Las construcciones de todo tipo, tengan carácter definitivo  
o provisional.

d) Cualquier otro uso o actividad que suponga un obstáculo  
para la corriente en régimen de avenidas o que pueda ser  
causa de degradación o deterioro del estado de la masa de  
agua,  del  ecosistema  acuático,  y  en  general,  del  dominio  
público hidráulico.

2. Sin perjuicio de la modificación de los límites de la zona de  
policía, cuando concurra alguna de las causas señaladas en  
el artículo 6.2 del Texto Refundido de la Ley de Aguas (TRLA), la  
zona de policía podrá ampliarse, si ello fuese necesario, para  
incluir la zona o zonas donde se concentra preferentemente el  
flujo, al objeto específico de proteger el régimen de corrientes  
en avenidas, y reducir el riesgo de producción de daños en  
personas y bienes. En estas zonas o vías de flujo preferente  
sólo  podrán  ser  autorizadas  aquellas  actividades  no  
vulnerables  frente  a  las  avenidas  y  que  no  supongan  una  
reducción significativa de la capacidad de desagüe de dichas  
zonas, en los términos previsto en los artículos 9 bis, 9 ter y 9  
quáter.

La zona de flujo preferente es aquella zona constituida por la  
unión  de  la  zona  o  zonas  donde  se  concentra  
preferentemente el flujo durante las avenidas, o vía de intenso  
desagüe, y de la zona donde, para la avenida de 100 años de  
periodo de retorno, se puedan producir graves daños sobre  
las  personas  y  los  bienes,  quedando  delimitado  su  límite  
exterior mediante la envolvente de ambas zonas.

A  los  efectos  de  la  aplicación  de  la  definición  anterior,  se  
considerará que pueden producirse graves daños sobre las  
personas  y  los  bienes  cuando  las  condiciones  hidráulicas  
durante la avenida satisfagan uno o más de los siguientes  
criterios:

a) Que el calado sea superior a 1 m.

b) Que la velocidad sea superior a 1 m/s.

c)  Que el  producto  de  ambas variables  sea superior  a  0,5  
m2/s.

Se entiende por vía de intenso desagüe la zona por la que  
pasaría  la  avenida  de  100  años  de  periodo  de  retorno  sin  
producir una sobreelevación mayor que 0,3 m, respecto a la  
cota de la lámina de agua que se produciría con esa misma  
avenida considerando toda la llanura de inundación existente.  
La sobreelevación anterior podrá, a criterio del organismo de  
cuenca,  reducirse  hasta  0,1  m cuando el  incremento  de  la  
inundación  pueda producir  graves  perjuicios  o  aumentarse  
hasta 0,5 m en zonas rurales o cuando el incremento de la  
inundación produzca daños reducidos.

En la delimitación de la zona de flujo preferente se empleará  
toda  la  información  de  índole  histórica  y  geomorfológica  
existente, a fin de garantizar la adecuada coherencia de los  
resultados  con  las  evidencias  físicas  disponibles  sobre  el  
comportamiento hidráulico del río.

3. La modificación de los límites de la zona de policía, cuando  
concurra alguna de las causas señaladas en el apartado 2  
del  presente  artículo,  solo  podrá  ser  promovida  por  la  
Administración General del Estado, autonómica o local.

La competencia para acordar la modificación corresponderá  
al  organismo  de  cuenca,  debiendo  instruir  al  efecto  el  
oportuno expediente en el que deberá practicarse el trámite  
de información pública y el de audiencia a los ayuntamientos  
y comunidades autónomas en cuyo territorio se encuentren  
los  terrenos  gravados  y  a  los  propietarios  afectados.  La  
resolución deberá ser motivada y publicada, al menos, en el  
Boletín Oficial de las provincias afectadas.

4.  La  ejecución de  cualquier  obra  o  trabajo  en  la  zona de  
policía de cauces precisará autorización administrativa previa  
del  organismo  de  cuenca,  sin  perjuicio  de  los  supuestos  
especiales regulados en este Reglamento. Dicha autorización  
será  independiente  de  cualquier  otra  que  haya  de  ser  
otorgada por  los  distintos  órganos  de  las  Administraciones  
públicas.

A dicha regulación, se añade la prevista en los artículos 40 y 41 de la Ley de 
Aguas de Andalucía:

Artículo 40. Servidumbre de protección de cauces.

1. En las zonas de servidumbre de protección de cauces, a las  
que se refiere el artículo 6.1 a del Texto Refundido de la Ley de  
Aguas,  se  garantizará  con  carácter  general  la  continuidad  
ecológica,  para  lo  cual  deberán  permanecer  regularmente  
libre de obstáculos, sin perjuicio del derecho a sembrar en los  
términos establecidos por la legislación básica.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.7.- Aguas

2.  Las  condiciones  técnicas  para  garantizar  la  continuidad  
ecológica  en  caso  de  actuaciones  desarrolladas  por  las  
Administraciones Públicas para el  cumplimiento de fines de  
interés  general,  se  establecerán  reglamentariamente  
rigiéndose  hasta  ese  momento  por  lo  que  establezca  su  
normativa  técnica  específica.  No  obstante  lo  anterior,  la  
consejería competente en materia de agua podrá establecer,  
atendiendo a las circunstancias concurrentes, condicionantes  
técnicos específicos.

3. Se declaran de utilidad pública las actuaciones que deban  
hacerse en las citadas zonas con el fin de protección de los  
cauces,  a  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa  de  los  
terrenos necesarios para su ejecución.

Artículo 41. Zona de policía.

1. La zona de policía a la que se refiere el artículo 6.1.b del Texto  
Refundido de la Ley de Aguas incluirá la zona o zonas donde  
se concentra preferentemente el flujo de las aguas.

2.  Las  limitaciones  de  usos  en  las  zonas  de  servidumbre  y  
policía serán las establecidas en dicho Texto Refundido, en el  
Reglamento del  Dominio Público Hidráulico y en la restante  
legislación básica estatal, así como en el plan hidrológico y el  
plan  de  gestión  del  riesgo  de  inundación  de  la  respectiva  
Demarcación.

3. En las zonas de servidumbre y policía se podrán autorizar  
por la Consejería competente en materia de aguas aquellas  
actividades  no  vulnerables  frente  a  las  avenidas  que  no  
supongan una reducción significativa de la capacidad de las  
vías  de  intenso  desagüe,  así  como  las  actuaciones  que  
reduzcan  las  consecuencias  adversas  potenciales  de  la  
inundación  para  la  salud  humana,  el  medio  ambiente,  el  
patrimonio  histórico  y  la  actividad  económica  o  que  
disminuyan la probabilidad de inundaciones, siempre que no  
deterioren el estado de las masas de agua asociadas.

A las zonas inundables, definidas en el artículo 11 del Texto Refundido de la 
Ley de Aguas, les será de aplicación el régimen previsto en los artículos 14 y 
14 bis del Reglamento del Dominio Público Hidráulico.

1.8.- COSTAS

El  marco legislativo sectorial  en materia de Costas lo constituyen la Ley 
22/1988,  de  28  de  julio,  de  Costas  -  que  ha  de  completarse  con  las 
disposiciones  de  la  Ley  2/2013,  de  29  de  mayo,  de  protección  y  uso 
sostenible del litoral - y el Reglamento General de Costas, aprobado por 
Real Decreto 876/2014, de 10 de octubre.

La utilización del dominio público marítimo-terrestre se regulará según lo 
especificado  en  el  Título  III  de  la  Ley  de  Costas.  En  cualquier  caso,  las 
actuaciones que se pretendan llevar a cabo en dichos terrenos de dominio 
público deberán contar con el correspondiente título habilitante.

Artículo 31

1.  La  utilización del  dominio  público marítimo-terrestre  y,  en  
todo caso,  del mar y su ribera será libre,  pública y gratuita  
para los usos comunes y acordes con la naturaleza de aquél,  
tales  como  pasear,  estar,  bañarse,  navegar,  embarcar  y  
desembarcar, varar, pescar, coger plantas y mariscos y otros  
actos semejantes que no requieran obras e instalaciones de  
ningún  tipo  y  que  se  realicen  de  acuerdo  con  las  leyes  y  
reglamentos o normas aprobadas conforme a esta Ley.

2.  Los  usos  que  tengan  especiales  circunstancias  de  
intensidad, peligrosidad o rentabilidad y los que requieran la  
ejecución de obras e instalaciones sólo podrán ampararse en  
la existencia de reserva, adscripción, autorización y concesión,  
con sujeción a lo previsto en esta Ley, en otras especiales, en  
su  caso,  y  en  las  normas  generales  o  específicas  
correspondientes, sin que pueda invocarse derecho alguno en  
virtud  de  usucapión,  cualquiera  que  sea  el  tiempo  
transcurrido.

Artículo 32

1.  Únicamente  se  podrá  permitir  la  ocupación  del  dominio  
público  marítimo-terrestre  para  aquellas  actividades  o  
instalaciones  que,  por  su  naturaleza,  no  puedan tener  otra  
ubicación.

2. A estos efectos, y cualquiera que sea el título habilitante de  
la  ocupación y  la  Administración que lo  otorgue,  quedarán  
expresamente excluidas las utilizaciones mencionadas en el  
artículo 25.1,  excepto las del apartado b), previa declaración  

de utilidad pública por el Consejo de Ministros, y el vertido de  
escombros utilizables en rellenos, debidamente autorizados.

3.  Previamente  al  otorgamiento  del  título  administrativo  
habilitante  para  la  ocupación  del  dominio  público,  deberá  
quedar  garantizado  el  sistema  de  eliminación  de  aguas  
residuales,  de  acuerdo  con  las  disposiciones  vigentes.  El  
posterior incumplimiento de esta obligación dará lugar a la  
declaración  de  caducidad  del  título  administrativo  y  al  
levantamiento de las instalaciones, sin perjuicio de la sanción  
que, en su caso, corresponda.

Los  usos  en  la  zona  de  servidumbre  de  protección  se  ajustarán  a  lo 
dispuesto en los artículos 24 y 25 de la Ley de Costas, debiendo contar los 
usos permitidos en esta zona, con la autorización del órgano competente 
de la Comunidad Autónoma.

Artículo 23

1. La servidumbre de protección recaerá sobre una zona de 100  
metros  medida tierra  adentro  desde el  límite  interior  de  la  
ribera del mar.

2.  La  extensión  de  esta  zona  podrá  ser  ampliada  por  la  
Administración  del  Estado,  de  acuerdo  con  la  de  la  
Comunidad  Autónoma  y  el  Ayuntamiento  correspondiente,  
hasta un máximo de otros 100 metros, cuando sea necesario  
para asegurar la efectividad de la servidumbre, en atención a  
las peculiaridades del tramo de costa de que se trate.

3. En las márgenes de los ríos hasta donde sean sensibles las  
mareas  la  extensión  de  esta  zona  podrá  reducirse  por  la  
Administración  del  Estado,  de  acuerdo  con  la  Comunidad  
Autónoma y Ayuntamiento correspondiente, hasta un mínimo  
de  20  metros,  en  atención  a  las  características  
geomorfológicas,  a  sus  ambientes  de  vegetación,  y  a  su  
distancia respecto de la desembocadura, conforme a lo que  
reglamentariamente se disponga.

Artículo 24

1.  En  los  terrenos  comprendidos  en  esta  zona  se  podrán  
realizar sin necesidad de autorización cultivos y plantaciones,  
sin perjuicio de lo establecido en el artículo 27.

2. En los primeros 20 metros de esta zona se podrán depositar  
temporalmente objetos o materiales arrojados por el  mar y  
realizar  operaciones  de  salvamento  marítimo;  no  podrán  
llevarse a cabo cerramientos, salvo en las condiciones que se  
determinen reglamentariamente.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.8.- Costas

Los daños que se ocasionen por las ocupaciones a que se  
refiere  el  párrafo  anterior  serán  objeto  de  indemnización  
según lo previsto en la Ley de Expropiación Forzosa.

Artículo 25

1. En la zona de servidumbre de protección estarán prohibidos:

a) Las edificaciones destinadas a residencia o habitación.

b)  La  construcción  o  modificación  de  vías  de  transporte  
interurbanas y las de intensidad de tráfico superior a la que se  
determine  reglamentariamente,  así  como  de  sus  áreas  de  
servicio.

c)  Las  actividades  que  impliquen  la  destrucción  de  
yacimientos  de  áridos  naturales  o  no  consolidados,  
entendiéndose  por  tales  los  lugares  donde  existen  
acumulaciones de materiales detríticos tipo arenas o gravas.

d) El tendido aéreo de líneas eléctricas de alta tensión.

e) El vertido de residuos sólidos, escombros y aguas residuales  
sin depuración.

f)  La publicidad a través de carteles o vallas o por medios  
acústicos o audiovisuales.

2. Con carácter ordinario, solo se permitirán en esta zona, las  
obras, instalaciones y actividades que, por su naturaleza, no  
puedan tener otra ubicación,  como los establecimientos de  
cultivo marino o las salinas marítimas, o aquellos que presten  
servicios necesarios o convenientes para el uso del dominio  
público  marítimo-terrestre,  así  como  las  instalaciones  
deportivas  descubiertas.  En  todo  caso,  la  ejecución  de  
terraplenes, desmontes o tala de árboles deberán cumplir las  
condiciones  que  se  determinen  reglamentariamente  para  
garantizar la protección del dominio público.

3.  Excepcionalmente  y  por  razones  de  utilidad  pública  
debidamente  acreditadas,  el  Consejo  de  Ministros  podrá  
autorizar las actividades e instalaciones a que se refieren las  
letras b)  y  d)  del  apartado 1  de este artículo.  En la misma  
forma  podrán  ser  autorizadas  las  edificaciones  a  que  se  
refiere la letra a) y las instalaciones industriales en las que no  
concurran  los  requisitos  del  apartado  2,  que  sean  de  
excepcional  importancia  y  que,  por  razones  económicas  
justificadas, sea conveniente su ubicación en el litoral, siempre  
que, en ambos casos, se localicen en zonas de servidumbres  
correspondientes  a  tramos  de  costa  que  no  constituyan  
playa,  ni  zonas  húmedas  u  otros  ámbitos  de  especial  
protección. Las actuaciones que se autoricen conforme a lo  

previsto  en  este  apartado  deberán  acomodarse  al  
planeamiento  urbanístico  que  se  apruebe  por  las  
Administraciones competentes.

4. Reglamentariamente se establecerán las condiciones en las  
que se podrá autorizar la publicidad, a la que se refiere la letra  
f)  del  apartado  1  de  este  artículo,  siempre  que  sea  parte  
integrante  o  acompañe  a  instalaciones  o  actividades  
permitidas  y  no  sea  incompatible  con  la  finalidad  de  la  
servidumbre de protección.

Artículo 26

1. (Anulado).

2. Si la actividad solicitada estuviese vinculada directamente a  
la  utilización  del  dominio  público  marítimo-terrestre  será  
necesario,  en  su  caso,  disponer  previamente  del  
correspondiente  título  administrativo  otorgado  conforme  a  
esta Ley.

Se deberá garantizar el respeto de las servidumbres de tránsito y acceso al 
mar  establecidas  en  los  artículos  27  y  28  de  la  Ley  de  Costas, 
respectivamente  y  el  cumplimiento  de  las  condiciones  señaladas  en  el 
artículo 30 para la zona de influencia.

Artículo 27

1.  La servidumbre de tránsito recaerá sobre una franja de 6  
metros, medidos tierra adentro a partir del límite interior de la  
ribera del mar. Esta zona deberá dejarse permanentemente  
expedita para el paso público peatonal y para los vehículos  
de vigilancia y salvamento, salvo en espacios especialmente  
protegidos.

2.  En  lugares  de  tránsito  difícil  o  peligroso  dicha  anchura  
podrá ampliarse en lo que resulte necesario, hasta un máximo  
de 20 metros.

3. Esta zona podrá ser ocupada excepcionalmente por obras  
a realizar en el dominio público marítimo-terrestre. En tal caso  
se  sustituirá  la  zona  de  servidumbre  por  otra  nueva  en  
condiciones análogas,  en la forma en que se señale por la  
Administración del Estado. También podrá ser ocupada para  
la ejecución de paseos marítimos.

Artículo 28

1. La servidumbre de acceso público y gratuito al mar recaerá,  
en  la  forma  que  se  determina  en  los  números  siguientes,  
sobre los terrenos colindantes o contiguos al dominio público  

marítimo-terrestre, en la longitud y anchura que demanden la  
naturaleza y finalidad del acceso.

2. Para asegurar el uso público del dominio público marítimo-
terrestre,  los  planes  y  normas  de  ordenación  territorial  y  
urbanística  del  litoral  establecerán,  salvo  en  espacios  
calificados  como  de  especial  protección,  la  previsión  de  
suficientes  accesos  al  mar  y  aparcamientos,  fuera  del  
dominio  público  marítimo-terrestre.  A  estos  efectos,  en  las  
zonas urbanas y urbanizables, los de tráfico rodado deberán  
estar  separados  entre  sí,  como  máximo,  500  metros,  y  los  
peatonales,  200  metros.  Todos  los  accesos  deberán  estar  
señalizados y abiertos al uso público a su terminación.

3. Se declaran de utilidad pública, a efectos de la expropiación  
o  de  la  imposición  de  la  servidumbre  de  paso  por  la  
Administración  del  Estado,  los  terrenos  necesarios  para  la  
realización o modificación de otros accesos públicos al mar y  
aparcamientos, no incluidos en el apartado anterior.

4. No se permitirán en ningún caso obras o instalaciones que  
interrumpan el  acceso al  mar sin que se proponga por los  
interesados  una  solución  alternativa  que  garantice  su  
efectividad en condiciones análogas a las anteriores, a juicio  
de la Administración del Estado.

Las  actuaciones  ubicadas  en  la  zona  de  influencia  se  regulan  de 
conformidad con  lo  previsto  en  el  artículo  30  de  la  Ley  de  Costas  y  el 
artículo 59 del Reglamento General de Costas.

Artículo 30 Ley de Costas

1.  La  ordenación  territorial  y  urbanística  sobre  terrenos  
incluidos en una zona, cuya anchura se determinará en los  
instrumentos correspondientes y que será como mínimo de  
500 metros  a  partir  del  límite  interior  de la  ribera  del  mar,  
respetará las  exigencias  de protección del  dominio  público  
marítimo-terrestre a través de los siguientes criterios:

a) En tramos con playa y con acceso de tráfico rodado, se  
preverán reservas de suelo para aparcamientos de vehículos  
en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento fuera  
de la zona de servidumbre de tránsito.

b) Las construcciones habrán de adaptarse a lo establecido  
en la legislación urbanística. Se deberá evitar la formación de  
pantallas  arquitectónicas  o  acumulación  de volúmenes,  sin  
que,  a  estos efectos,  la  densidad de edificación pueda ser  
superior a la media del suelo urbanizable programado o apto  
para urbanizar en el término municipal respectivo.

10 ANEXOS. Tomo V: Normativa sectorial

C
ód

. V
al

id
ac

ió
n:

 7
SW

N
X5

JQ
SM

Q
E6

92
5E

N
3C

PX
W

XT
 

Ve
rif

ic
ac

ió
n:

 h
ttp

s:
//m

ar
be

lla
.s

ed
el

ec
tro

ni
ca

.e
s/

 
D

oc
um

en
to

 fi
rm

ad
o 

el
ec

tró
ni

ca
m

en
te

 d
es

de
 la

 p
la

ta
fo

rm
a 

es
Pu

bl
ic

o 
G

es
tio

na
 | 

Pá
gi

na
 1

4 
de

 2
1 



Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.8.- Costas

2.  Para el  otorgamiento de las licencias de obra o uso que  
impliquen  la  realización  de  vertidos  al  dominio  público  
marítimo-terrestre  se  requerirá  la  previa  obtención  de  la  
autorización de vertido correspondiente.

Artículo 59 Reglamento de Costas

1.  La  ordenación  territorial  y  urbanística  sobre  terrenos  
incluidos en una zona, cuya anchura se determinará en los  
instrumentos correspondientes y que será como mínimo de  
500 metros  a  partir  del  límite  interior  de la  ribera  del  mar,  
respetará las  exigencias  de protección del  dominio  público  
marítimo-terrestre a través de los siguientes criterios:

a)  En tramos con playa y  con acceso a tráfico rodado,  se  
preverán reservas de suelo para aparcamientos de vehículos  
en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento fuera  
de la zona de servidumbre de tránsito.

b) (*) se declara la nulidad del Real Decreto 668/2022, de 1 de  
agosto, que modificaba el apartado 1.b), por Sentencia del TS  
de 31 de enero de 2024.

2.  Para el  otorgamiento de las licencias de obra o uso que  
impliquen  la  realización  de  vertidos  al  dominio  público  
marítimo-terrestre  se  requerirá  la  previa  obtención  de  la  
autorización de vertido correspondiente (artículo 30 de la Ley  
22/1988, de 28 de julio).

Para  cualquier  tipo  de  suelo,  independientemente  de  su  clasificación  y 
calificación urbanística, se establece lo siguiente:

• La utilización del dominio público marítimo-terrestre se regulará según 
lo especificado en el Título III de la Ley de Costas. En cualquier caso, las 
actuaciones  que  se  pretendan  llevar  a  cabo  en  dichos  terrenos  de 
dominio  público  deberán  contar  con  el  correspondiente  título 
habilitante.

• Los usos en la zona de servidumbre de protección se ajustarán a lo 
dispuesto en los artículos 24 y 25 de la Ley de Costas, debiendo contar 
los  usos  permitidos  en  esta  zona,  con  la  autorización  del  órgano 
competente de la Comunidad Autónoma.

• Las obras e instalaciones existentes a la entrada en vigor de la Ley de 
Costas,  situadas  en  zona  de  dominio  público  o  de  servidumbre,  se 
regularán por lo especificado en la Disposición transitoria cuarta de la 
Ley de Costas.

• Se  deberá  garantizar  el  respeto  de  las  servidumbres  de  tránsito  y 
acceso al mar establecidas en los artículos 27 y 28 de la Ley de Costas, 
respectivamente y el cumplimiento de las condiciones señaladas en el 
artículo 30 para la zona de influencia.

• Las  instalaciones  de  la  red  de  saneamiento  deberán  cumplir  las 
condiciones  señaladas  en  el  artículo  44.6  de  la  Ley  de  Costas  y 
concordantes de su Reglamento.

Adicionalmente  a  la  regulación  prevista  en  la  normativa  sectorial 
específica en materia de Cosas, habrá de estarse a la regulación que la 
LISTA contiene sobre “determinaciones para la protección del litoral” en la 
Sección 2ª del Título III.

1.9.- MONTES Y PREVENCIÓN DE INCENDIOS 
FORESTALES

En materia de Montes, habrá de estarse a la regulación prevista en la Ley 
43/2003,  de  21  de  noviembre,  de  Montes;  la  Ley  2/1992,  de  15  de  junio, 
Forestal de Andalucía; el Decreto 208/1997, de 9 de septiembre, por el que 
se aprueba el Reglamento Forestal de Andalucía; y la Orden de 26 de enero 
de  2004  por  la  que  se  aprueban  las  Instrucciones  Generales  para  la 
Ordenación de los Montes de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Adicionalmente,  habrá de estarse la regulación relativa a prevención de 
incendios  forestales  establecida  en  la  Ley  5/1999,  de  29  de  junio,  de 
prevención y lucha contra los incendios forestales, y el Decreto 247/2001, de 
13 de noviembre,  por el  que se aprueba el  Reglamento de Prevención y 
Lucha contra los Incendios Forestales.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.10.- Policía sanitaria mortuoria. Cementerios

1.10.- POLICÍA SANITARIA MORTUORIA. 
CEMENTERIOS

En materia de policía sanitaria mortuoria habrá de estarse a lo establecido 
en el Decreto 95/2001, de 3 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de 
Policía Sanitaria Mortuoria, con las modificaciones operadas por el Decreto 
62/2012, de 13 de marzo, por el que se modifica el Reglamento de Policía 
Sanitaria Mortuoria; y por el Decreto 36/2014, de 11 de febrero (Disposición 
final sexta).

De conformidad con lo establecido en el artículo 39.3 del Decreto 95/2001, 
de 3 de abril,  la delimitación de la zona de protección en el  Plano I.04.2  
(Afecciones y otros condicionantes II) no conllevará por sí sola la situación 
de fuera de ordenación de edificaciones existentes legalmente construidas. 
Corresponderá a los instrumentos que establezcan la ordenación detallada 
el mantenimiento, reducción o eliminación de la zona de protección, previo 
informe de evaluación de impacto en salud de la Consejería competente 
en materia de salud.

De  aplicación  supletoria,  en  todo  lo  no  regulado por  la  norma anterior, 
resulta  de  aplicación  el  Decreto  2263/1974,  de  20  de  julio,  Reglamento 
Policía Sanitaria Mortuoria; en virtud de lo previsto en la Disposición Final 
Primera del Decreto 95/2001, de 3 de abril.

1.11.- RESIDUOS. SUELOS CONTAMINADOS

En materia de residuos, se estará a lo previsto en la Ley 7/2022, de 8 de abril, 
de residuos y suelos contaminados para una economía circular;  y en el 
Real Decreto 9/2005, de 14 de enero, por el que se establece la relación de 
actividades  potencialmente  contaminantes  del  suelo  y  los  criterios  y 
estándares para la declaración de suelos contaminados.

Adicionalmente, se estará a la regulación autonómica establecida en la Ley 
7/2007, de 9 de julio de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, en el 
Decreto 18/2015, de 27 de enero, por el que se aprueba el reglamento que 
regula  el  régimen aplicable  a  los  suelos  contaminados;  así  como en el 
Decreto 73/2012, de 22 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de 
Residuos de Andalucía.

Los nuevos polígonos industriales y las ampliaciones de los existentes habrá 
de tener en consideración lo previsto en el art. 103.3 de la Ley 7/2007, de 9 
de julio de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental:

Artículo 103. Puntos limpios.

(...)

3. Los nuevos polígonos industriales y las ampliaciones de los  
existentes deberán contar con un punto limpio. La gestión de  
la  citada  instalación  corresponderá  a  una  empresa  con  
autorización para la gestión de residuos.

(...)

1.12.- ENERGÍA. HIDROCARBUROS

En materia  de energía,  habrá de estarse a la regulación prevista la  Ley 
34/1998, de 7 de octubre, del sector de hidrocarburos y en la Ley 24/2013, de 
26  de  diciembre,  del  Sector  Eléctrico,  así  como  en  sus  normas 
complementarias o de desarrollo.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.13.- Aeropuertos

1.13.- AEROPUERTOS

En materia de Aeropuertos y Helipuertos es de aplicación el Real Decreto 
1189/2011, de 19 de agosto, por el que se regula el procedimiento de emisión 
de los informes previos al planeamiento de infraestructuras aeronáuticas, 
establecimiento,  modificación  y  apertura  al  tráfico  de  aeródromos 
autonómicos.

La Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea.

Real  Decreto  2591/1998,  de  4  de  diciembre,  de  Ordenación  de  los 
Aeropuertos de Interés General y su Zona de Servicio.

Real Decreto 369/2023, de 16 de mayo, de servidumbres aeronáuticas.

1.14.- TELECOMUNICACIONES

En  materia  de  telecomunicaciones,  habrá  de  estarse  a  la  regulación 
prevista en las siguientes normas:

Ley  9/2014,  de  9  de  mayo,  General  de  Telecomunicaciones  (norma 
derogada,  a  excepción  de  su  disposición  adicional  decimosexta  y  las 
disposiciones transitorias séptima, novena y duodécima, con efectos de 30 
de junio de 2022, por la disposición derogatoria única de la Ley 11/2022, de 
28 de junio, sin perjuicio de lo dispuesto en sus disposiciones transitorias de 
la Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones).

Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones.

Normativa  específica  vigente  sobre  acceso  a  los  servicios  de 
telecomunicación en el interior de los edificios está constituida por el Real 
Decreto-Ley 1/1998, de 27 de febrero sobre infraestructuras comunes en los 
edificios  para  el  acceso  a  los  servicios  de  telecomunicación,  su 
Reglamento, aprobado mediante Real Decreto 346/2011, de 11 de marzo, y la 
Orden ITC/1644/2011, de 10 de junio.

Real  Decreto  1066/2001,  de  28  de  septiembre,  por  el  que  se  aprobó  el 
reglamento  que  establece  las  condiciones  de  protección  del  dominio 
público  radioeléctrico,  restricciones  a  las  emisiones  radioeléctricas  y 
medidas de protección sanitaria frente a emisiones radioeléctricas, el cual 
ha sido modificado por el Real Decreto 123/2017, de 24 de febrero, por el que 
se aprueba el Reglamento sobre el uso del dominio público radioeléctrico, y 
la Orden CTE/23/2002, de 11 de enero, por la que se establecen condiciones 
para  la  presentación  de  determinados  estudios  y  certificaciones  por 
operadores de servicios de telecomunicaciones.

Real Decreto 330/2016, de 9 de septiembre, relativo a medidas para reducir 
el  coste del despliegue de las redes de comunicaciones electrónicas de 
alta velocidad.

1.15.- PUERTOS

Resultan de aplicación a los puertos que se ubican en el término municipal 
las previsiones de la Ley 21/2007, de 18 de diciembre, de Régimen Jurídico y 
Económico de los Puertos de Andalucía.

Adicionalmente,  habrá de estarse  a  las  previsiones  del  Plan  Director  de 
Puertos  de Andalucía  2014-2020 o  instrumento de planificación sectorial 
que lo sustituya.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.16.- Ferrocarriles

1.16.- FERROCARRILES

En materia de ferrocarriles, habrá de estarse a la regulación prevista en la 
Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario; y la Ley 9/2006, de 
26 de diciembre, de Servicios Ferroviarios de Andalucía.

1.17.- COMERCIO INTERIOR DE ANDALUCÍA

En lo que afecte a la actividad comercial definida en su artículo 3, habrá de 
estarse a la regulación establecida en el Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de 
marzo,  por el  que se aprueba el texto refundido de la Ley del  Comercio 
Interior de Andalucía.

1.18.- CONTAMINACIÓN ACÚSTICA, LUMÍNICA Y 
ATMOSFÉRICA

En materia de contaminación acústica, habrá de estarse a la regulación 
prevista en la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido; en el Real Decreto 
1367/2007, de 19 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 37/2003, de 17 de 
noviembre, del Ruido, en lo referente a zonificación acústica, objetivos de 
calidad y  emisiones acústicas;  y  en  el  Real  Decreto  1513/2005,  de  16  de 
diciembre, por el que se desarrolla la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del  
Ruido, en lo referente a la evaluación y gestión del ruido ambiental.

Igualmente a lo previsto en el reglamento autonómico, Decreto 50/2025, de 
24 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento para la preservación de 
la calidad acústica en Andalucía.

En materia de contaminación lumínica, el Decreto 37/2025, de 11 de febrero, 
por  el  que  se  aprueba  el  Reglamento  de  protección  frente  a  la 
contaminación lumínica en Andalucía.

Y, en cuanto a la atmosférica, a las previsiones de la Ley 34/2007, de 15 de 
noviembre, de calidad del aire y protección de la atmósfera.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.19.- Transporte de mercancías

1.19.- TRANSPORTE DE MERCANCÍAS

Con  independencia  de  las  cuestiones  de  ámbito  supramunicipal 
contenidas en el POTA, habrá de estarse a la regulación específica prevista 
en la Ley 5/2001, de 4 de junio, por la que se regulan las áreas de transporte 
de mercancías en la Comunidad Autónoma de Andalucía.

1.20.- MEMORIA HISTÓRICA Y DEMOCRÁTICA DE 
ANDALUCÍA

En materia de memoria histórica, resulta de aplicación la Ley 2/2017, de 28 
de marzo, de Memoria Histórica y Democrática de Andalucía.

1.21.- VIVIENDA ANDALUCÍA

En materia de vivienda, se estará a lo previsto en la Ley 5/2025, de 16 de 
diciembre, de Vivienda de Andalucía.

Y  en  el  Decreto  149/2006,  de  25  de  julio,  por  el  que  se  aprueba  el 
Reglamento  de  Viviendas  Protegidas  de  la  Comunidad  Autónoma  de 
Andalucía y se desarrollan determinadas Disposiciones de la Ley/2005, de 11 
de noviembre, de medidas en materia de Vivienda Protegida y el Suelo. 
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.22.- Turismo Andalucía

1.22.- TURISMO ANDALUCÍA

En materia de Turismo, se estará a lo previsto en la Ley 13/2011,  de 23 de 
diciembre, del Turismo de Andalucía.

Decreto 28/2016, de 2 de febrero, de las viviendas con fines turísticos y de 
modificación del Decreto 194/2010, de 20 de abril, de establecimientos de 
apartamentos turísticos.

Decreto  31/2024,  de  29  de  enero,  por  el  que  se  modifican  diversas 
disposiciones en materia de viviendas de uso turístico, establecimientos de 
apartamentos  turísticos  y  hoteleros  de  la  Comunidad  Autónoma  de 
Andalucía.

Así como en el Decreto-ley 1/2025, de 24 de febrero, de medidas urgentes 
en materia de vivienda (Título II).

1.23.- DEPORTES ANDALUCÍA

En materia de Deportes, se estará a lo dispuesto en la Ley 5/2016, de 19 de 
julio, del Deporte de Andalucía.

1.24.- EDUCACIÓN ANDALUCÍA

En materia de Educación, se estará a lo dispuesto en la Ley 17/2007, de 10 de 
diciembre, de Educación de Andalucía.
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Título 1. Normativa Sectorial de aplicación
1.25.- Paisaje

1.25.- PAISAJE

Resultan de aplicación las determinaciones previstas en la Sección 3ª del 
Capítulo  I  del  Título  III  LISTA,  relativa  a  las  “determinaciones  para  la 
protección del paisaje”.
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